
 

 
 

 
LOS PRESUPUESTOS MENOS  
SOCIALES DE LA DEMOCRACIA 

 
 

De las funciones que la Constitución el asigna al Parlamento (la aprobación de 
las leyes, el control del Gobierno y la aprobación de los Presupuestos 
Generales del Estado (PGE), es esta última la más desconocida para los 
ciudadanos en general. Su larga tramitación y los tecnicismos empleados por 
muchos oradores en sus intervenciones no la convierten en plato de buen 
gusto para los medios. 
 
Sin embargo, es con mucha diferencia la que más condiciona nuestras vidas a 
corto y medio plazo. Las leyes que aprobamos tienen mucha incidencia, desde 
luego, pero en ocasiones esta solamente se comprueba pasado un tiempo 
bastante dilatado desde su promulgación. En cuanto a las sesiones de control, 
son tan visualmente atractivas como poco trascendentes para la actualidad 
política española. 
 
Recientemente hemos iniciado el trámite de aprobación de los PGE para el 
ejercicio de 2013. “Son los PGE más sociales de la democracia”, afirmó sin 
ruborizarse recientemente el ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, 
Cristobal Montoro. No debería sorprendernos viviendo de una formación, el 
PP, que ha llegado a autoproclamarse “El partido de los trabajadores”. 
 
Pero conozcamos algunos datos. Caída de las prestaciones por desempleo en 
un 6,3%;  Educación 12,3% menos que en 2012 y un 82% (sí, 82%) menos que 
en 2008; Cultura, reducción del 19,6%; Sanidad 22,6% menos que en 2012. 
 
Ante estos datos es preciso recordar que el Ministerio de Defensa ve reducida 
su partida únicamente en un 6% y la Casa Real en un 4%. 
 
Es comprensible la indignación, la rabia y la frustración de muchas personas al 
escuchar la afirmación de Montoro tras comprobar las cifras que acompañan a 
estos PGE. 
 

 
 

ESPAI D’OPINIONS 
 

Nº217 
Octubre 2012 

 
 
Pablo Martín Peré 
 
Diputat en el Congrés dels Diputats
 
Grup Socialista 
 



 

En cuanto a las decisiones en política fiscal nos encontramos con la infame 
amnistía fiscal cuyos primeros datos confirman el fiasco que muchos habían 
vaticinado, al margen de su inmoral significado político. Por otra parte, el 
aumento de ingresos previstos de la Administración General del Estado se 
basa fundamentalmente en la injusta subida del IVA.  
 
En consecuencia, no hay una voluntad por parte del Gobierno en repartir los 
costes de la crisis de una manera progresiva y equitativa. Los que tienen 
mayores recursos económicos se ven mucho menos afectados 
proporcionalmente que la mayor parte de la población por estos presupuestos. 
De ahí que la injusticia social que emana de los mismos sea una de las 
principales características que tenemos la obligación de denunciar. 
 
Pero si los datos para todos los españoles son más que preocupantes, si nos 
circunscribimos a nuestra propia comunidad autónoma, las Illes Balears, estos 
tornan en dramáticos. La ineptitud del Govern y de José Ramón Bauzá para 
exigir las inversiones y la financiación que por ley (nuestro Estatut) nos 
corresponden, imponen una paralización y bloqueo a nuestra economía sin 
precedentes. 
 
La disminución de la inversión para el Turismo se refleja en un 24,5% menos 
que en 2012. Si sumamos los dos ejercicios, la bajada es del 40%. Llama la 
atención que una de las propuestas estelares del PP en las pasadas elecciones 
generales de 2011 fuera la aplicación del IVA súper reducido del 4% para este 
sector. Actualmente se gravan sus actividades con el 10%, además de la 
bajada citada. 
 
Por otra parte, vuelve a eliminarse la inversión estatutaria, fundamental en 
infraestructuras ferroviarias y de litoral, costas y playas. La financiación que se 
depara a Balears es del 0,7%, muy por debajo de la media del resto de CCAA 
y, como una broma macabra, el porcentaje que se destina a Cooperación para 
el Desarrollo. 
 
A ello debemos sumarle el aumento de las tasas aeroportuarias en un 8% y la 
disminución de las partidas previstas para la subvención del descuento de 
residentes para el trasporte aéreo, marítimo y de mercancías. Finalmente, la 
introducción de un tope o límite para los ciudadanos residentes en la 
subvención del 50% de los billetes a partir de determinadas cifras impedirá que 
se garantice ese porcentaje. 
 
Así pues, debemos prepararnos para unos meses difíciles. La incapacidad del 
Partido Popular para recuperar la senda económica (este año aumenta la 
deuda y el déficit puede llegar a situarse en el 9,2 %) al tiempo que evita costes 
sociales se plasma perfectamente en estos PGE insolidarios e injustos.  
 
Probablemente lo más grave sea que, sin hacer milagros, existen fórmulas para 
repartir esos costes de manera mucho más justa tal y como demostramos en 
los PGE 2011. No olvidemos que España incluso llegó a tener un crecimiento 
del 0,8 del PIB durante ese año y que las prestaciones en Educación o Sanidad 



 

no sufrieron los gravísimos recortes que han padecido desde la irrupción de los 
conservadores en la escena política.  
 
Una reforma profunda del impuesto de sociedades para que el tipo nominal y el 
real pagado se equipare en las grandes empresas, la introducción de un tributo 
a las grandes fortunas o la determinación de una verdadera lucha contra el 
fraude fiscal y laboral no son ensoñaciones o meras quimeras. Son 
posibilidades reales a las que renuncia deliberadamente el PP por una cuestión 
ideológica, no económica.  
 
Desde el partido socialista hemos presentado enmiendas con esas alternativas. 
En la mano de la mayoría absoluta del Partido Popular está el permitir que 
estos PGE 2013 sean el despropósito que suponen o aceptar la variación del 
rumbo y corregir, en parte, sus atrocidades políticas y económicas. 
 
 


